	En Buenos Aires, a 16 de junio de 2011, se reúnen los Señores Jueces de la Sala D de la Excelentísima Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial de la Capital Federal, con el autorizante, para dictar sentencia en la causa "L.P.M. ARGENTINA S.R.L. c/ PC ARTS ARGENTINA S.A. s/ ORDINARIO", registro n° 27115/2007, procedente del JUZGADO N° 25 del fuero (SECRETARÍA N° 49), donde está identificada como expediente Nº 52829, en los cuales como consecuencia del sorteo practicado de acuerdo con lo previsto por el art. 268 del Código Procesal, resultó que debían votar en el siguiente orden, Doctores: Heredia, Dieuzeide, Vassallo. 

Estudiados los autos la Cámara planteó la siguiente cuestión a resolver: 

¿Es arreglada a derecho la sentencia apelada? 

A la cuestión propuesta, el Señor Juez de Cámara, Doctor Heredia dijo: 

1°)La sentencia de primera instancia acogió la demanda que por cobro de facturas promovió L.P.M. Argentina S.R.L contra PC Arts. Argentina S.A., y condenó a esta última al pago de $ 41.951,85, con más sus intereses. Asimismo, hizo lugar a la reconvención que dedujo PC Arts. Argentina S.A. por la suma de $ 48.179,05, con más sus intereses, mediante la cual esta última reclamó a la actora por incumplimiento de un contrato de transporte y, en función de ello, admitió que tal suma se compensara con aquella otra por la cual prosperaba la demanda, disponiendo que el cobro de la diferencia no compensada podía ser perseguido en la etapa de ejecución de sentencia por el litigante que correspondiese. Las costas de la demanda se impusieron a la accionada, y las de la reconvención a la actora (fs. 650/666). 

2°)Contra la reseñada decisión apeló únicamente la actora reconvenida en fs. 667. Su recurso fue fundado en fs. 688/691 y no mereció respuesta de la contraria. 

Por otra parte, existe un recurso concedido con efecto diferido en fs. 605.Y otros contra la regulación de honorarios (fs. 670 y 678), los que serán examinados al finalizar el acuerdo. 

3°)Al plantear la reconvención, PC Arts. Argentina S.A. expuso que contrató con L.P.M. Argentina S.R.L. un servicio de transporte de artículos de computación valuados en aproximadamente $ 48.178,80. Agregó que si bien la carga fue entregada a la porteadora, no llegó a destino por cuanto el vehículo que la transportaba fue interceptado en su trayecto por delincuentes quienes, a mano armada, robaron la totalidad de la mercadería transportada. Para responsabilizar a su contraria, adujo la reconviniente que L.P.M Argentina S.R.L. omitió tomar las medidas de seguridad aconsejables para evitar el robo, y que por tal motivo tampoco pudo cobrar el seguro que tenía contratado sobre la mercadería (fs. 55/56). 

Como se adelantó, el juez a quo admitió la contrademanda. 

Para así resolver consideró, en cuanto aquí interesa, que la reconvenida había a su juicio incumplido con los deberes de custodia de la carga transportada que le eran exigibles. Al respecto, ponderó que los robos a los vehículos de transporte por bandas denominadas comúnmente "piratas del asfalto" no constituían hechos "imprevisibles", razón por la cual toda porteadora debe extremar las medidas de seguridad necesarias para el debido cumplimiento de su prestación. Y, en tal sentido, advirtió que de acuerdo a la prueba rendida, L.P.M. Argentina S.R.L. no había logrado acreditar el cumplimiento por su parte de las medidas de seguridad exigibles en la especie, como tampoco, dado la apuntada previsibilidad antes indicada, que el hecho delictivo de que se trata pudiera considerarse un caso fortuito o de fuerza mayor apto para eximirla de responsabilidad. Por otra parte, reprochó a la reconvenida que PC Arts Argentina S.A.no hubiera podido cobrar el seguro contratado sobre la mercadería, debido a que la compañía aseguradora rechazó la cobertura del siniestro en razón de que el transporte se había efectuado sin las específicas medidas de seguridad exigidas en la póliza pertinente. 

4°)En su expresión de agravios L.P.M Argentina S.R.L. se queja por: (a)la errónea conceptualización y apreciación de los hechos efectuada por el juez a quo; (b) la interpretación que hizo del art. 162 
del Código de Comercio, en cuanto al empleo de las diligencias necesarias para evitar el robo; (c)la valoración de la prueba general; (d) y en particular por haber tenido por acreditada la calidad y cantidad de mercadería transportada; (e) por la inclusión en la condena del impuesto al valor agregado sobre el valor de la mercadería transportada; y (f) por la errónea aplicación del art. 179 
del Código de Comercio (fs. 688/691). 

Antes de ingresar en el tratamiento de la apelación, deseo poner de relieve que no seguiré a la parte recurrente de una manera rígida en la línea argumental que expone, ya que no estoy obligado a ello. Como lo ha destacado la Corte Suprema de Justicia de la Nación, los jueces no están obligados a seguir a las partes en todos y cada uno de los planteos, sino solamente en aquellos que estimen pertinentes para la adecuada composición del litigio (conf. CSJN, Fallos 258:304; 262:222; 272:225; 278:271; 291:390; 297:140; 301:970; etc.). 

5°)Es sabido que la obligación del transportista es de resultado y, por ello, la falta de entrega de mercadería le es como principio imputable a título de incumplimiento contractual, a menos que pruebe que ese evento es la consecuencia de un caso fortuito o de fuerza mayor (art.172 
del Código de Comercio). Al ser ello así, en casos como el sub lite, para eximir su responsabilidad, no basta a la porteadora alegar y probar que la falta de entrega deriva de la sustracción ilícita de la mercadería por parte de terceros, sino que debe demostrar que dicho actuar delictivo le ha sido irresistible o inevitable (conf. CNFed. Civ. Com., Sala I, 18/9/79, "L´Unión des Assurances de París I.A.R.D. s/ González, Luis", LL 1980-B, p. 85). 

Dicho con otras palabras, para que una sustracción ilícita, como hecho de tercero, pueda constituir un caso fortuito, es requisito que se produzca en condiciones de irresistibilidad para el porteador (conf. Anaya, J. y Podetti, H., Código de Comercio y leyes complementarias, comentados y concordados, Buenos Aires, 1967, t. III, p. 297, n° 69). 

Ahora bien, lo anterior merece todavía dos precisiones. 

La primera, que si al porteador se le puede imputar una deficiente vigilancia sobre las cosas a él confiadas, no cabe aducir el hecho de un tercero como causa liberadora, conclusión a la que se llega en nuestro derecho por aplicación analógica del art. 176 
del Código de Comercio (conf. Asquini, A., Del Contrato de Transporte, en Bolaffio-Rocco-Vivante, "Derecho Comercial", Buenos Aires, 1949, t. 12, vol I, p. 488, n° 108 y nota a pie de página). Es que el "casus", como regla, no puede ser invocado por el transportista cuando la situación pudiera serle imputable a título de culpa (arg. arts. 513 
y 514 del Código Civil; Fernández, R. y Gómez Leo, O., Tratado teórico práctico de Derecho Comercial, Buenos Aires, 2005, t. III-B, p. 407; CNFed. Civ. Com. Sala II, 3/6/94, "Corporación General de Alimentos S.A. c/ Martín Fierro S.R.L. s/ faltante s/ avería de carga transp.terrestre"), lo cual significa que si el porteador ha dejado de emplear las precauciones o medidas de seguridad que le eran exigibles, dando ello lugar a una deficiente custodia o vigilancia de las cosas transportadas, no puede aducir el hecho ilícito del tercero para liberarse, siendo consiguientemente responsable incluso por hurtos (conf. Anaya, J. y Podetti, H., ob. cit., t. III, ps. 297/298, nota n° 299 ter). 

La segunda, como excepción a lo anterior, que aun en el caso de que pueda imputársele al transportista incumplimiento a deberes de vigilancia o seguridad, no será él responsable por desaparición o averías de los efectos trasladados, si ha sido víctima de un robo a mano armada, en banda, ya que este último es "inevitable" (conf. Anaya, J. y Podetti, H., ob. cit., t. III, ps. 297/298, nota n° 299 ter), desde que hace imposible o peligroso cualquier tipo de resistencia (conf. Cámara, H., Contrato de transporte de cosas, Universidad Nacional de Córdoba, Córdoba, 1946, p. 260). 

6°)Aclarado el marco jurídico que rige el asunto, corresponde observar que llegan los autos a esta alzada sin discusión sobre la ocurrencia misma del hecho ilícito del que derivó la desaparición de los efectos transportados. En efecto, el fallo de la instancia anterior entendió que el acaecimiento del siniestro fue reconocido por la demandante no solo en cierta carta documento, sino además en su respuesta a la reconvención (fs.656/657), y ello no ha sido objeto de agravio ante este tribunal. 

Lo discutido en esta instancia es, en cambio, si la transportista adoptó las medidas de seguridad y de vigilancia que le eran exigibles, y si el hecho delictivo de que se trata puede considerarse inevitable o irresistible, esto es, una hipótesis de caso fortuito o fuerza mayor liberadora de responsabilidad por la falta de entrega de los efectos transportados. 

A mi modo de ver, la transportista no solo cumplió con las diligencias de seguridad que le eran exigibles, sino que además fue víctima de un hecho que, ciertamente, no puede menos que calificarse como inevitable o irresistible. 

7°)El señor juez a quo consideró que la transportista no había cumplido con la totalidad de las medidas de seguridad que le eran exigibles consistentes en contar con un rastreador satelital Hawk para monitorear el vehículo en todo momento; un chofer con acompañante de vehículo; y un radio Nextel con comunicación directa al centro de operaciones (fs. 661/662). 

Respetuosamente discrepo con ello. 

(a)Ha sido acreditada la contratación del servicio de rastreo satelital de la firma "Hawk", bien que por el chofer de la empresa de transporte, el cual funcionaba correctamente a la fecha del evento delictivo (fs. 314). 

(b)El citado chofer, al declarar como testigo , fue preguntado sobre si en el momento en que se produjo el atraco estaba acompañado por el señor Ricardo Aquino, contestando "No" (fs. 580, 2a. pregunta ampliatoria). De tal monosilábica respuesta la sentencia de primera parece haber extraído la conclusión de que el chofer se encontraba solo y, sobre esa aparente base, incluso le reprochó al testigo haber sido contradictorio con otras declaraciones suyas (fs. 662). Sin embargo, cabe señalar que tanto de la denuncia efectuada por el chofer en sede policial (fs. 259/260), como de las declaraciones efectuadas ante la aseguradora (fs.369/373), surge que el conductor Juan Ignacio Gallozo viajaba acompañado por Juan Manuel Olivieri, quien también efectuó la denuncia pertinente en ambas sedes dando su relato del asalto (v. fs. 260 vta./261 y fs. 374, respectivamente). Por tal motivo, el hecho de que el chofer Gallozo hubiese negado haber sido acompañado por el nombrado Aquino, no puede interpretarse en el sentido de que hubiera estado solo, sino simplemente que no estaba con esa particular persona, lo que no excluye que lo estuviera con otra distinta sobre la cual no fue interrogado. En ese marco, no hay contradicción en sus declaraciones y, ciertamente, nada desvirtúa la alegación de la empresa transportadora en cuanto a que el traslado de la mercadería se efectuó con chofer y  acompañante. 

(c)Es cierto que el chofer Gallozo, al declarar como testigo en esta causa, dijo no haber contado el día del ilícito con un equipo Nextel proporcionado por L.P.M. Argentina S.R.L. (fs. 580), y que esa negativa suya se contrapone con lo que expresó ante la aseguradora en el sentido de que ".mediante el handy que los delincuentes no le sustrajeron, llamó al transportista, dándole aviso de lo sucedido, haciendo lo mismo con la firma asegurada, recibiendo instrucciones de concurrir al domicilio de esta última." (fs. 372 in fine). 

Sin embargo, la presencia del apuntado equipo de comunicación fue corroborada por Juan Manuel Olivieri (fs. 374), y a fs. 383/387 obra un informe de la empresa Nextel que da cuenta que la reconvenida tenía contratado sus servicios. Al ser ello así, la referida respuesta dada por Gallozo al prestar testimonio en autos, no puede considerarse sino como el fruto de un equívoco suyo seguramente explicable en el hecho de que declaró el 7/5/09 (fs. 579), o sea, aproximadamente tres años después del evento delictivo.Cabe recordar, en este sentido, que el factor temporal es uno de los más significativos en materia de error testimonial, y que el testigo sin errores es la excepción, de suerte que las eventuales contradicciones en que pueda incurrir no incide en el valor probatorio de la declaración, máxime cuando -como ocurre en el caso- una de las versiones posibles aparece corroborada por otras probanzas (conf. Palacio, L. y Alvarado Velloso, A., Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, explicado y anotado jurisprudencial y bibliográficamente, Santa Fe, 1994, t. 8, ps. 445/447). 

Pues bien, de acuerdo a la evaluación probatoria explicada en los tres precedentes parágrafos, no se aprecia que L.P.M. Argentina S.R.L. hubiera incumplido con los recaudos de seguridad que según la sentencia apelada le eran exigibles. 

De otro lado, adviértase que tampoco existe elemento de juicio agregado a la causa que revele que las medidas de seguridad empleadas por la reconvenida hubiesen sido notoriamente insuficientes o no proporcionadas a lo que es normal y razonable para un traslado de mercadería del tipo de la cargada dentro de una zona urbana, como así tampoco se ha indicado concretamente cuáles otras medidas de seguridad pudo o debió haber adoptado para impedir el atraco. Menos se ha demostrado que el ilícito se hubiera visto de alguna manera facilitado por una negligencia culpable de la porteadora. 

8°)Pero aun cuando, por hipótesis, no se compartiera la interpretación de los medios de prueba y conclusión expuesta en el considerando anterior y, como consecuencia de ello, se aceptase lo expuesto por el señor juez a quo en el sentido de no haber adoptado la transportadora los recaudos de seguridad y vigilancia que le eran exigibles, juzgo que no cabe endilgarle responsabilidad alguna pues el hecho delictivo del que fue víctima resultó para ella "inevitable" o "irresistible". 

Así lo pienso, teniendo en cuenta el modo en que ocurrió el evento. 

En efecto, surge de la denuncia policial de fs.259/260 (la cual forma parte de la investigación fiscal obrante a fs. 405/419, y que no fue controvertida por ninguna de las partes) que con fecha 30/8/06, siendo las 12.40 hs. del mediodía, el chofer de L.P.M Argentina S.R.L., Juan Ignacio Gallozo, manejaba una camioneta de transporte acompañado de Juan Manuel Olivieri, conduciendo insumos de computación de la firma PC Arts Argentina S.A. Se dice en la denuncia que cuando la camioneta circulaba por la calle Maza al 600 de esta ciudad, y siendo el destino de la mercadería un comercio sito en la calle Boedo y San Juan, fueron encerrados por un automóvil. Al frenar, observaron que en forma inmediata se bajó de dicho automóvil un individuo que se colocó del lado de la puerta del conductor, a quien le dijo: ".hacete el simpático mirá que tengo un fierro apagá la camioneta no toques ningún botón del satelital que te meto un tiro correte quedate tranquilo esto es un robo somos un montón.". Ante ello, el conductor se hizo a un lado y el asaltante se puso al comando del vehículo, lo manejó dos cuadras, dobló a la derecha y estacionó. En ese lugar ya se hallaba el automotor que antes los había encerrado, del cual bajaron otros dos individuos que requirieron explicaciones al chofer acerca del funcionamiento del sistema satelital de rastreo, dando el señor Gallozo la respuesta pertinente que permitió desactivarlo. Posteriormente, tanto el chofer como su acompañante fueron obligados a subir al automóvil de los malhechores ordenándoseles no mirar para atrás, aunque pudieron observar, no obstante, que adelante de su camioneta se ubicó otra del tipo Boxer o Ducato con otros tres delincuentes. De allí fueron llevados a dar vueltas por la ciudad siendo más tarde dejados en el cruce de las avenidas Vélez Sarfield y Caseros, e indicándoseles el sitio donde había sido dejada la camioneta. Ese tal sitio, ciertamente, fue encontrada la camioneta tiempo después, pero ya sin su cargamento.La descripción de los hechos muestra, en concreto, la participación de seis delincuentes que usaban dos automóviles, así como el uso de armas por parte de al menos uno de ellos. Asimismo, el chofer de la transportadora fue amenazado de muerte, y es por ello que se vio forzado a dar a los asaltantes las instrucciones necesarias para desactivar el sistema de rastreo satelital, no pudiendo tampoco pulsar el botón de pánico (véase, en este sentido, la declaración del chofer Gallozo ante la aseguradora, fs. 370). 

Con semejante marco fáctico, indudablemente descriptivo de un robo en banda y a mano armada (arts. 167, inc. 2°, y 210 del Código Penal), no es posible negar el carácter "inevitable" o "irresistible" del hecho. 

En este último sentido cabe recordar que, en efecto, doctrina y jurisprudencia coinciden, sin fisuras, en que un robo de esas características es "inevitable" o "irresistible" y constituye, por ende, un caso fortuito en los términos del art. 514 del Código Civil (conf. Colmo, A., De las obligaciones en general, Buenos Aires, 1920, p. 103, n° 124; Busso, E., Código Civil Anotado, Buenos Aires, 1949, t. III, p. 315, n° 106; Salvat, R. y Galli, E., Tratado de Derecho Civil Argentino - Obligaciones en general, Buenos Aires, 1952, t. I, p. 164, n° 151; Rezzónico, L., Estudio de las obligaciones en nuestro derecho civil, Buenos Aires, 1956, p. 107; De Gásperi, L. y Morello, A., Tratado de Derecho Civil - Obligaciones en general, Buenos Aires, 1964, t. II, p. 251; Llambías, J., Tratado de Derecho Civil - Obligaciones, Buenos Aires, 1970, t. I, ps. 247/248, n° 203 "a"; Llambías, J., Código Civil Anotado, Buenos Aires, 1979, t. II-A, p. 136, jurisp. cit. en nota n° 93; Cazeaux, P. y Trigo Represas, F., Derecho de las Obligaciones, La Plata, 1979, t. I, p. 517; Belluscio, A. y Zannoni, E., Código Civil y leyes complementarias, comentado, anotado y concordado, Buenos Aires, 1979, t. 2, p. 667; CNCom.esta Sala, 1/9/10, "Allaria Ledesma & Compañía Sociedad de Bolsa SA c/ Administración Gómez Vidal SA y otro s/ ordinario" 
; e "Interfly Tour SA c/ Vigilance SA y otro s/ ordinario"; CNCiv. Sala A, 7/9/00, "Sugue, Andrea Patricia Leonor c/ Supermercado El Sirio de Carlos Hassan s/ daños y perjuicios"). 

Y aunque, ciertamente, en los tiempos que corren actos ilícitos como el indicado no puedan reputarse "imprevisibles" (tal como lo sostuvo el distinguido magistrado de la instancia anterior; fs. 659), cuando asumen las características relatadas son, indudablemente, "inevitables" o "irresistibles" se cuente o no se cuente con razonables medidas de seguridad o vigilancia de los efectos transportados. Antes bien, robos de la característica indicada hace imposible o peligroso cualquier tipo de resistencia, como se dijo en el considerando 5° de este voto. 

Por lo demás, cabe señalar que los deberes de custodia y protección que les son exigibles a la empresa de transportes no pueden llevarse a límites tales que igualmente puedan considerarse incumplidos frente a un hecho ilícito "irresistible" como el que resulta acreditado en el sub lite. Pretender lo contrario luce irrazonable, siendo evidente, por otra parte, que no corresponde imponer comportamientos que trascienden el grado de previsión normal de la actividad de que se trata (conf. CSJN, 11/2/03, "Alberto Finardi c/ D'Odorico Propiedades S.R.L." 
, Fallos 326:107, considerando 16). 

9°)De acuerdo a lo expuesto, corresponderá revocar parcialmente la sentencia con el efecto ordenar el rechazo de la reconvención promovida contra la transportista. 

A tal solución no forma óbice, valga acla rarlo, la atribución de responsabilidad que se hace respecto de la empresa transportadora con fundamento en el rechazo del pago del seguro que cubría la mercadería transportada en razón de no haberse cumplido con la exigencia prevista en la cláusula n° 130 de la póliza contratada por la cargadora PC Arts.Argentina S.A., según la cual se prohibía la instalación de un inhibidor manual de los sensores de apertura de caja y cabina, el que permitía desactivar por el conductor el sistema de protección instalado. 

Al respecto, baste señalar que la póliza no fue contratada por la empresa de transporte sino por la propietaria de la mercadería, y toda vez que, tal como lo indicó el juez a quo, no fue acreditado que L.P.M Argentina S.R.L. hubiese tenido conocimiento de sus términos, lógicamente no procede endilgarle responsabilidad alguna con los alcances pretendidos, desde que no fue parte del contrato y, por ello, no estaba obligada a asumir los deberes allí pactados (art. 1195 
y 1199 
del Código Civil). 

10°)Determinado, pues, que la responsabilidad de L.P.M. Argentina S.R.L está excluida en razón de haber sido objeto de un caso fortuito o fuerza mayor "inevitable" o "irresistible", pierde toda virtualidad el tratamiento de los agravios restantes referentes a la valuación de la carga transportada a los efectos de fijar el monto de la condena o la aplicación del I.V.A., toda vez que debe ser dejada sin efecto, como se adelantó. 

11°)Corresponde, por último, considerar el recurso de apelación concedido con efecto diferido a fs. 605. 

La decisión apelada resolvió, en sustancia, declarar negligente a la demandada reconviniente respecto a la producción de cierta prueba informativa, imponiéndole las costas. Este último aspecto, esto es, el atinente a las costas es el que provoca su agravio. 

La apelación, empero, resulta improcedente. 

Ello es así, porque no procede examinar la forma en que se impusieron las costas al dirimir aquel planteo, pues al resultar inapelable la decisión en lo principal (art. 379 
del Código Procesal), igual solución debe aplicarse a una cuestión accesoria como es la referente a las costas de la incidencia (conf. CNCom. Sala D, 3/4/09, "Banco Extrader S.A.s/ quiebra c/ Fortunato Bonelli y Cía. S.A. s/ ordinario s/ queja" y sus citas). 

En tales condiciones, propondré al acuerdo declarar mal concedida la apelación examinada, para lo cual este tribunal de alzada tiene facultades suficientes, sin estar obligado por la voluntad de las partes ni por la concesión hecha por el juez a quo, por más que el auto respectivo se encuentre consentido (conf. Podetti, J., Tratado de los recursos, Buenos Aires, 1958, n° 61; Ibañez Frocham, M., Tratado de los recursos en el proceso civil, n° 46). La Sala, en efecto, en tanto juez del recurso concedido por ante ella, está facultada para examinar su propia competencia apelada; y tal examen debe hacerse incluso de oficio para establecer si el tribunal cuenta o no con la correspondiente aptitud jurisdiccional para intervenir (conf. CNCom. Sala D, 3/4/08, "Arc & Ciel S.A. c/ Sky Argentina S.C.A. y otro s/ cobro de pesos"; íd. Sala D, 13/4/10, "Boldt S.A. (Argentina) c/ Siemens It Services S.A. (Argentina) y otro s/ organismos externos"; íd. Sala D, 14/12/10, "Baffi, Gustavo Rogelio y otros c/ Zetune de Levin, Raquel y otro s/ ordinario"). 

12°) De acuerdo al modo en que se decide, las costas de ambas instancias correspondientes a la reconvención que resulta rechazada, deben quedar a cargo de PC Arts. Argentina S.A., por haber resultado vencida (arts. 68, primera parte, y 279 del Código Procesal). 

13°)Por todo lo expuesto, si mi voto es compartido, deberá admitirse la apelación de fs. 667, y revocarse parcialmente el fallo de primera instancia en cuanto admitió la demanda deducida por vía reconvencional, la cual queda íntegramente rechazada. Por lógica implicancia de lo anterior, deberá también revocarse el fallo apelado en punto a la compensación que admitió. Las costas de ambas instancias estarán a cargo de PC Arts. Argentina S.A. 

Así voto. 

El señor Juez Juan José Dieuzeide adhiere al voto del Dr. Heredia. 

El señor Juez Gerardo G.Vassallo dijo: 

I.Comparto la solución propuesta por mi distinguido colega el Dr. Pablo Heredia al único recurso planteado en la causa. 

De todos modos quiero efectuar un breve comentario. 

II.Como bien dijo el señor vocal preopinante, la obligación del transportista debe ser calificada como de resultado, en la que el mero hecho del incumplimiento hace presumir su culpa (Llambías J.J., Tratado de Derecho Civil - Obligaciones, T. I, página 187 y sgtes. n° 171, Abeledo Perrot 2005), por lo cual para eximirse de la responsabilidad que se le endilga debe acreditar, como lo dispone el artículo 172 del código mercantil, que el incumplimiento de su prestación fue debido a razones calificables como caso fortuito o fuerza mayor. 

Y por ello, como bien lo destacó el Dr. Heredia, no basta a la transportista con alegar que su fracaso fue debido a un actividad ilícita de terceros; debe demostrar puntualmente que tal hecho fue imprevisible, irresistible e inevitable. 

Considero que el robo de mercaderías durante su transporte, tanto más en la modalidad "piratas del asfalto" no puede considerarse como un hecho imprevisible. Tal evento debe ser tenido particularmente en cuenta por el empresario en tanto constituye un riesgo propio de su giro comercial. Tanto más cuando este ilícito se ha vuelto frecuente. Y, frente al mismo, el transportista debe adoptar las medidas de seguridad necesarias para la protección y custodia de la carga (CNFed. Civil y Comercial Sala III, 11.2.2003, "Zurich Argentina Cía. de Seguros c/ Transporte México y otro"; LL 2004-A, 164; CNFed. Civil y Comercial Sala I, 18.11.2003, "Edesa Empresa Distribuidora Especializada S.A.c/ Rodríguez, Ramón"). 

Pero, aún descartada la imprevisibilidad del hecho, comparto con el señor vocal preopinante en que el hecho en estudio fue irresistible e inevitable, dadas las características del mismo que llevaron a que el ilícito tuviera "éxito", a pesar que el empresario adoptó los recaudos que le eran exigidos. 

Con esta breve aclaración, reitero mi adhesión al voto del señor Juez Heredia. 

Concluida la deliberación los señores Jueces de Cámara acuerdan: 

(a)Admitir la apelación de fs. 667, y revocar parcialmente el fallo de primera instancia en cuanto admitió la demanda deducida por vía reconvencional, la cual queda íntegramente rechazada, quedando sin efecto la compensación que admitió. 

(b)Imponer las costas de ambas instancias a cargo de PC Arts. Argentina S.A. (arts. 68 
, primera parte, y 279 
del Código Procesal). 

(c)En virtud de las apelaciones deducidas en fs. 670 y 678, y con base en las pautas establecidas en el considerando 12° se procede a revisar los honorarios. 

Por las tareas cumplidas en el trámite principal, en mérito a la naturaleza, importancia y extensión de las mismas, las etapas procesales efectivamente cumplidas y el monto económico comprometido, elévase el honorario regulado en fs. 665 a $ 3.000 (pesos tres mil) para la perito contadora, Verónica Athanassopoulos. 

Asimismo, redúcese el emolumento allí estimado a $ 11.000 (pesos once mil) para el letrado apoderado de la parte actora, Alejandro Pablo Boggiano. 

Por las labores desplegadas en la reconvención, y en los términos del artículo 279 del Código Procesal, fíjanse en $ 12.800 (pesos doce mil ochocientos) el estipendio del abogado de la parte actora anteriormente referido; en $ 8.900 (pesos ocho mil novecientos) el del letrado apoderado de la parte demandada, Gustavo P. Yusti; en $ 3.400 (pesos tres mil cuatrocientos) el del perito técnico Carlos R. Simone; y en $ 2.560 (pesos dos mil quinientos sesenta) el de la perito contadora designada en autos ut supra mencionada (arts. 6, 7, 9, 19, 37 y 38 de la ley 21.839; arts. 3 y 12 del Decreto Ley 16.638/57; art. 505 del Cod. Civ. y art. 478 del Código Procesal). 

Por el escrito de fs. 419/427, regúlase en $ 3.840 (pesos tres mil ochocientos cuarenta) el honorario del abogado Alejandro Pablo Boggiano (art. 14 de la ley 21.839). 

Notifíquese y una vez vencido el plazo del art. 257(ref:leg1312.25 del Código Procesal, devuélvase la causa al Juzgado de origen. 

Pablo D. Heredia 

Gerardo G. Vassallo 

Juan José Dieuzeide 

Fernando M. Pennacca 

Secretario de Cámara 


